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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 47/2012
MODALIDAD: DERECHO
DEMANDANTE.- XXXXX
DEMANDADA.- XXXXX
LAUDO 05 / 2015
En Albacete, a veintisiete de diciembre de dos mil quince.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR – 47/2012, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en DERECHO las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES

I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX  ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIO ANTE LA ENTIDAD XXXXX..

DON XXXXX, con D.N.I. nº XXX, estando legitimado activamente en este procedimiento, dada su condición de socio de la cooperativa agroalimentaria  XXXXX, en su escrito inicial de fecha 30 de abril de 2012 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que fue objeto de acumulación por su escrito posterior de fecha 14 de mayo de 2013, en el que se solicitaba la declaración de nulidad de la Asamblea General que tuvo lugar el día 14 de abril de 2013 – dada la desestimación de la impugnación del acuerdo de liquidación por el demandante -, que dieron lugar en su conjunto al presente expediente arbitral, en el que se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  En el citado escrito inicial, con fecha de entrada 30 de abril de 2012, señala su solicitud de baja con carácter obligatorio en fecha 28 de septiembre de 2011 por alegación de dos motivos distintos: i) haber perdido los requisitos exigidos para mantener su condición de socio; ii) que mostraba su disconformidad con los acuerdos adoptados en la Asamblea que la Cooperativa había celebrado en el mes de agosto de 2011.
SEGUNDO.-  Que el Consejo Rector de la entidad, en su resolución fechada el día 01 de febrero de 2012, se declaró la citada baja como voluntaria y justificada, al haber transcurrido tres meses desde la solicitud hasta el pronunciamiento del órgano de administración.

Dicha resolución fue objeto de impugnación ante la Asamblea General, cuya celebración tuvo lugar el día 31 de marzo de 2012, en la que se desestimó la impugnación del socio, señalando la parte actora que no se le habría comunicado en forma escrita la referida desestimación, y que por ello el ex socio planteaba su solicitud de arbitraje con carácter cautelar a efectos de la no operatividad de la caducidad en el presente procedimiento.


Igualmente, señaló en su escrito inicial que fue convocado el demandante respecto de la Asamblea citada, en la que se advertía de un error en la resolución del Consejo Rector al incorporar un descuento del 20 %, que sólo sería de aplicación a una baja injustificada, que no puede ser en el supuesto objeto del presente procedimiento arbitral.
TERCERO.-  El demandante, en su escrito de 14 de mayo de 2013, impugna frente a la imputación de gastos del ejercicio de la Cooperativa por su falta de motivación y porque se produciría infracción del artículo 59 de los Estatutos, al generarse una obligación adicional a las ya existentes, alegando que al amparo del artículo 28 de la Ley de Cooperativas de 2010 la baja toma efectos desde su comunicación.

Invoca de igual manera la aplicación de los artículos 15 de los Estatutos y el artículo 28.4 de la norma legal, en cuanto que sólo a los efectos del cómputo del plazo de reembolso la baja se entenderá producida a la finalización del período de permanencia o preaviso, por lo que se mantiene que "la baja se produce de forma automática, y, con ella el cese de e los derechos y obligaciones inherentes a la condición de socio."
CUARTO.- El socio mantiene también que no sería de aplicación el artículo 82 de la Ley de Cooperativas de 2010, dado que a la fecha de la solicitud de baja no se había procedido a la adaptación estatutaria, por lo que únicamente sería aplicable el artículo 59 de los Estatutos vigentes cuando se solicito la baja societaria, porque únicamente la norma autonómica sería aplicable cuando establezca obligaciones directas, y no cuando reconoce o instituye facultades a favor del órgano de administración de la sociedad, como sería en el caso de la redacción del ya citado artículo 82.
QUINTO.- Respecto a la naturaleza del acuerdo de calificación y efectos de baja debe, según el demandante, conllevaría adelantar los efectos de la futura liquidación y debiendo contener "las bases de las posibles deducciones a practicar." Dicho argumento desembocaría en que un posterior acuerdo de liquidación  no podría incluir conceptos que no se hubieran fijado en el acuerdo de calificación y efectos de la baja, sin perjuicio de reiterar el demandante el error en que incurre el Consejo Rector al plantear una posible deducción del 20 %, que no tiene justificación al tratarse de una baja justificada.

SEXTO.-   En base a su inicial escrito, solicitaba del órgano arbitral que declarara nulo o anulable el acuerdo de fecha 31 de marzo de 2012 por el que se desestimaba la impugnación frente al acuerdo de fecha 01 de febrero del mismo año en el que el Consejo Rector resolvía sobre la calificación de la baja, señalando además que únicamente pueden serle de aplicación las deducciones previstas en el artículo 59 de los Estatutos vigentes a la fecha de la baja, no las establecidas en el artículo 82 de la Ley 11/2010 y, en ningún caso, puede concurrir la aplicación de una deducción del 20% por tratarse de una baja justificada.
SÉPTIMO.-   Posteriormente, el demandante en fecha 27 de marzo de 2013 incorporó al procedimiento la certificación de la desestimación del recurso de la Asamblea de fecha 31 de marzo de 2012 - emitida el 25 de febrero de 2013 por la Cooperativa -, junto con el acuerdo de liquidación de las aportaciones fechado éste el 26 de febrero de 2013.

Se planteo recurso por el socio contra este acuerdo en fecha 20 de marzo de 2013, que fue incluido en el orden del día de la Asamblea General celebrada el día 04 de abril de 2013.

OCTAVO.-  Por parte del demandante se amplió el procedimiento AR-47/2012 y se solicitó su acumulación, al incorporar en su escrito de fecha 14 de mayo de 2013, en el que se operaba contra la Asamblea de fecha 04 de abril de 2013 por los siguientes motivos:
· No haber sido notificado del acuerdo de la Asamblea sobre su recurso interpuesto.

· Alegación de defectos en la convocatoria, su modificación y anuncio.

· No se habría confeccionado con carácter previo el listado de asistentes.

· Se habría vulnerado el artículo 52.3 de la Ley de Cooperativas en relación a la aprobación del acta de la Asamblea.

· Posible nulidad de todos los acuerdos adoptados en la Asamblea.

Al tiempo también se alegaba violación del derecho de información del socio por no habérsele facilitado la información necesaria para hacer valer su derecho.

NOVENO.-  En base a lo anterior, concluye el socio demandante su oposición  a la deducción por deudas practicadas al socio por perdidas anteriores y por "inversiones pendientes de pago", que conllevaría un saldo a favor de la Cooperativa de CUATRO MIL NOVENTA Y SEIS EUROS CON CUARENTA Y UN CÉNTIMOS (4.096,41 €).

Expone el demandante como motivo de impugnación, que la referida deducción se ha realizado por la Cooperativa aplicando el artículo 82 de la Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La Mancha, considerando así que se ha infringido el contenido de la disposición transitoria Primera de la referida norma legal, dado que tanto a la fecha de la solicitud de la baja como cuando se produjo la liquidación los Estatutos Sociales de la Cooperativa, éstos no habían sido adaptados a la vigente Ley de Cooperativas autonómica; concluyendo de esta forma la actora que "las únicas deducciones que cabría aplicar en el presente caso serían las contempladas en los anteriores Estatutos Sociales de la demandada", más concretamente las fijadas en el artículo 59 de los Estatutos vigentes a la fecha de la baja y no las introducidas ex novo por la Ley 11/2010.


Dicha inaplicación se justificaría según se recoge en el escrito de demanda en los siguientes puntos:
a) Que el apartado 1º del citado artículo 82 de la Ley, residencia en los Estatutos la determinación de los conceptos deducibles, por lo que estaríamos ante una norma de derecho dispositivo y no imperativo.
b) Los efectos de dicha norma no pueden tomarse en consideración, por cuanto a la fecha de efectos de su baja (15 de abril de 2011) no se habían adaptado los Estatutos a la nueva Ley, y no cabría la aplicación de dichas deducciones, y en su apoyo invoca la resolución de fecha 03 de mayo de 2013 del Juzgado de lo Mercantil de Albacete, y porque reitera la actora entraría en contradicción con la limitación de responsabilidad social establecida en el artículo 7.4º de la Ley 11/2010.

c) Que no es admisible una liquidación condicionada a un hecho posterior, como sería el caso sobre un procedimiento judicial pendiente.
DÉCIMO.- Concluye el demandante solicitando en este nuevo procedimiento arbitral que: i) que se declare la nulidad de la Asamblea General celebrada en fecha 14 de abril de 2013 por infracción de las normas establecidas para su convocatoria, constitución, funcionamiento y aprobación del acta, y por ello, del acuerdo desestimatorio del recurso del demandante; ii) se declare nulo o anulable el acuerdo de la Asamblea que confirma el acuerdo de liquidación del Consejo Rector de 26 de febrero de 2013.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXXXX, provincia de Albacete, en XXXXX, provista de C.I.F. XXX y actuando en este procedimiento, en calidad de representante legal de la entidad  Don XXXXX, provisto de DNI nº XXX; que se opuso a las pretensiones del socio ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones de fecha 06 de junio de 2012. Posteriormente, en fecha 10 de febrero de 2014, se presentó escrito de oposición frente a la nueva solicitud de arbitraje en materia de liquidación de aportaciones, bajo la representación de la letrada Dña. XXXXX, en el que plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   La Cooperativa demandada de inicio ratificó la celebración de la Asamblea de fecha 31 de marzo de 2012, en la que se desestimó el recurso del demandante frente al acuerdo de calificación de la baja por 70 votos negativos, 4 a favor y 4 en blanco.

También se ratifica que la propia Cooperativa rectificó su error en la comunicación sobre la posible aplicación de una deducción del 20%, por cuanto su baja se calificó como justificada.

SEGUNDO.-  La Cooperativa señaló en su escrito que la imputación de gastos generales en que el demandante haya podido incurrir en el ejercicio 2010/2011 trae su causa en la propia fecha de baja del socio, de fecha 29 de septiembre de 2011, por lo que habiendo participado en aquél le son imputables en base a los artículos 59.2 letra b) y 82.2 de la Ley de Cooperativas.
TERCERO.-  Considera la demandada que el artículo 82.2 de la Ley 11/2010 es plenamente aplicable, por cuanto las Cooperativas que no haya adaptado sus Estatutos Sociales a la nueva norma se deben considerar automáticamente modificados y completados, bajo el amparo de la disposición transitoria primera de la referida ley regional.
CUARTO.-  Como conclusión final, la demandada solicitó de este Árbitro que se declarara la desestimación íntegra de la nulidad solicitada respecto de la Asamblea General de fecha 31 de marzo de 2012 y del acuerdo de calificación de baja.
QUINTO.-  La Cooperativa, frente a los escritos de ampliación formulados por el demandante, contestó en fecha 10 de febrero de 2014, fundamentando su oposición en los siguientes argumentos:

a) Que la convocatoria de la Asamblea General de fecha 14 de abril de 2013 cumplió escrupulosamente los plazos y exigencias previstos, precisando de modificar el orden del día con motivo de la inclusión de nuevos recursos de socios, en base a la especial naturaleza de estos actos societarios.
b) Que existió un listado de asistentes, y así se recoge en el acta.

c) Igualmente se respetó el procedimiento previsto en la normativa para la aprobación del acta.

d) Que en cuanto a que el contenido de la impugnación que se planteaba por el socio demandante, no está previsto que durante la convocatoria de una Asamblea deban estar a disposición de los socios las liquidaciones y recursos presentados.

SEXTO.-  Por parte de la demandada se señala que no se ha vulnerado el derecho de información, dado que a fecha de la ya referida Asamblea el demandante no era socio y no tenía legitimación para solicitar la documentación requerida.
SÉPTIMO.- Así, en primer lugar se ratificó la Cooperativa en que la liquidación practicada al demandante es absolutamente conforme, tanto a los Estatutos Sociales vigentes a la fecha de la baja como a la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, por los siguientes motivos:

a) A juicio de la Cooperativa, las liquidaciones vigentes bajo la nueva ley autonómica en base a la disposición transitoria Primera de la misma, llevaría a que las normas internas se vieran automáticamente modificadas o completadas por todo aquello que no se encuentre sometido a autonomía estatutaria.

a) Unido a lo anterior, la demandada se justifica alegando tanto el artículo 59 de los Estatutos como la letra a) del artículo 82.2 de la norma legal para amparar la aplicación de las deducciones practicadas.


La interpretación que de los artículos referidos se concluye por parte de la Cooperativa difiere en modo absoluto con la actora, pues se señalan los siguientes puntos:

a) Como única novedad respecto a la regulación anterior se señala la posibilidad de practicar una deducción a las participaciones de los socios que causan baja " de acuerdo a la actividad cooperativizada realizada por el socio, le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que estén pendientes de pago (...)"; que a juicio de la Cooperativa, como el resto del contenido del artículo 82.2 de la Ley no estaría sujeto a la autonomía estatutaria.

b) Por contra, frente a la interpretación del demandante del apartado 1 del artículo 82 de la Ley, se opone por la Cooperativa que la regulación a incorporar por vía estatutaria tiene por objeto, según su propio tenor literal, en aquellos supuestos en los cuales procede o no el ejercicio por los socios del derecho a exigir el reembolso de sus participaciones sociales, en desarrollo de las nuevas limitaciones establecidas respecto de dicho derecho de los socios en la Ley.
OCTAVO.-   Habiéndose opuesto la Cooperativa a los argumentos que invalidarían de manera genérica la legitimación del acuerdo de liquidación, procedió a articular la defensa pormenorizada de los diferentes conceptos y cantidades cuya deducción se llevó a cabo sobre las participaciones del actor, de manera que respecto a las pérdidas, que en el ejercicio en que causó baja el socio ascendían a 3.708.508,59 €, señalando que sólo se aplicaron a los tres ejercicios en los que participó el ex socio (2006/07, 2007/08 y 2008/09), por lo que trayendo esas deudas su origen en la actividad del actor y que estarían pendientes de compensación por beneficios futuros - en cuya generación no participará el demandante -, no sería aceptable esa liberación sobre las citadas obligaciones.

Con relación a la imputación de deudas por inversiones pendientes, según la demandada su reclamación estaría amparada en el artículo 59 de los Estatutos, y en la interpretación que de dicho texto realiza la Cooperativa frente a las alegaciones del ex socio de que se trataría de una norma de derecho dispositivo, al señalar que en su redacción se está reconociendo la facultad del Consejo Rector de aplicar o no los conceptos deducibles dependiendo de su existencia real o no de esas inversiones pendientes en el Balance y en la misma expresión de inicio "se deducirán", que a criterio de XXXXX establecería la obligatoriedad de deducir la totalidad de conceptos que en dicho párrafo estatutario se señalan.


De esta forma, concluye la demandada que de considerar como no aplicable a la presente liquidación los preceptos establecidos en la Ley 11/2010 - tal como señala en su demanda la actora -, la redacción de los Estatutos vigentes de la Cooperativa a la fecha de la baja permiten en cualquier caso las deducciones practicadas por este concepto, y más si se encuadra en el último concepto recogido en artículo 59 in fine, cuando se expresa: " (..) o por cualquier otro concepto."

Se trajeron al procedimiento también distintas resoluciones judiciales que respaldarían estas tesis frente al demandante, entre ellas, la Cooperativa aporta la SAP Cuenca de 27 de marzo de 2013, la cual reitera en esta materia su doctrina ya recogida en la SAP Cuenca nº 239/2011, indicando que si bien estaríamos ante una obligación que tiene la Cooperativa con un tercero, ésta también puede ser deducida de las liquidaciones que se practican a los socios que causan baja.


También rechaza la demandada que sea de aplicación a este supuesto la limitación de responsabilidad que se recoge en el artículo 7.4 de la Ley 11/2010 para los socios, por cuanto lo que se fija es que los socios no responden personalmente por la deudas sociales, limitando su responsabilidad al importe de sus participaciones sociales, pero el mismo precepto establece en su parte final que: " Los socios responderán ilimitadamente del cumplimiento de las obligaciones contraídas por su participación en la actividad cooperativizada, salvo en el supuesto de imputación máxima de pérdidas."; y en el caso de las deudas por inversiones, el criterio expuesto por la demandada, y que mantiene en su escrito de contestación, es el que suponen aquéllas una obligación del socio con la Cooperativa, al haber sido aprobadas esas inversiones por la Asamblea General.

Esa voluntad no ha impedido a la demandada limitar la responsabilidad de los socios, dado que se adoptó el criterio que en el caso de pérdidas la deducción estuviera acotada al importe del capital social suscrito, y en el supuesto de las deudas por inversiones, al importe aprobado en Asamblea General.
NOVENO.-   En su escrito, la demandada establece que la imputación frente a deudas pendientes de inversión se ha realizado bajo el criterio de prudencia, dado que a la fecha del mismo estaría pendiente un procedimiento penal abierto contra el presidente sobre presuntas irregularidades cometidas en el desarrollo de las inversiones en la Cooperativa, de la que pudiera derivarse responsabilidades personales frente a aquél, pero que por ello mismo debe quedar “abierta” la posibilidad de reclamación frente a los socios que causaron baja, en el caso de que deba la sociedad asumir íntegramente la responsabilidad por esa inversiones.
DÉCIMO.-   Concluyó su escrito de oposición la Cooperativa solicitando del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el nuevo escrito de demanda formulado por el socio y en base a aquél, ratificando la liquidación practicada por el órgano de administración de XXXXX en su escrito de fecha 26 de febrero de 2013.

III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 29 de mayo de 2015, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la entonces denominada Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Albacete, sitos en calle Alarcón, número 2, de la ciudad de Albacete, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante del demandante, DON. XXXXX, con DNI nº XXX, bajo la asistencia letrada de Don XXXXX, colegiado nº XXX del ICA de Albacete; así como de la parte demandada, la Cooperativa XXXXX,  representada en este acto por su presidente DON XXXXX con DNI nº XXX, y de su gerente DON XXXXX, provisto de DNI nº XXX, y de la letrada del ICA de Albacete, Doña XXXXX, colegiada nº XXX.
Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que las partes solicitaron que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, y la parte demandante procedió en dicho momento a aportar a este procedimiento nueva prueba documental, en concreto, la compuesta por:

· Sentencia del Juzgado Mixto Nº 3 de los de Albacete, nº 74/2013, de 3 de mayo de 2013 (FJ Tercero).
· Sentencia del Juzgado Mixto Nº 3 de los de Albacete, nº 118/2014, de 21 de julio de 2014 (FJ Tercero).

Al efecto de apoyar sus pretensiones, la actora también aportó un extracto de un laudo dictado por el Árbitro que suscribe la presente resolución, en un arbitraje en la modalidad de Derecho, en concreto, el laudo 03/2012, de fecha 14 de mayo de 2012, dictado en Albacete, en el procedimiento AR - 44/2012.
Por este órgano arbitral se admitió, respecto del listado de medios de prueba documentales solicitados en la vista  por el demandante, exclusivamente las siguientes:
· Acta de la Asamblea General de fecha 14 de abril de 2013, con sus posibles anexos.
· Acta del Consejo Rector donde se aprobó el acuerdo sobre liquidación y reembolso de aportaciones del demandante de fecha 26 de febrero de 2013.
· Acta del Consejo Rector donde se aprobó el acuerdo sobre calificación de la baja del demandante de fecha 01 de febrero de 2012.
· Solicitud para que por parte de la Cooperativa se aporte el extracto de la cuenta de capital social del demandante, que se incorporó en el acto de la vista.
En el acto de la vista, y sin nada que oponerse por la Cooperativa, se admitió respecto de la documental aportada en el mismo por el demandante, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.

A efectos de diligencias finales, y con el fin de dar cumplimiento a la prueba documental admitida en la vista, se autorizó plazo a la demandada para su remisión al procedimiento, que  fue objeto de traslado dicha documentación en fecha 29 de junio de 2015 por la Cooperativa.
A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 30 de abril de 2012, petición que se fundamentó en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en la normativa de ámbito estatal, así recogida en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre la impugnación del acuerdo del Consejo Rector de calificación de la baja y el acuerdo de la Asamblea General de fecha 31 de marzo de 2012.
Este órgano arbitral, a la vista de la documentación que las partes han incorporado al procedimiento puede concluir la desestimación de la impugnación frente a la calificación de la baja solicitada, por cuanto desde un punto de origen indiscutido por las partes, como es la solicitud de baja voluntaria del demandante como tal socio de la Cooperativa, la cual fue remitida en fecha 28 de septiembre de 2011, y de acuerdo con el artículo 28.3 de la Ley 11/2010 para poder calificar como justificada o no la baja de un socio, se establece un plazo tasado: 

"La calificación y determinación de los efectos de la baja será competencia del órgano 
 administración, que deberá formalizarla en un plazo máximo de tres meses desde la 
solicitud mediante escrito motivado, que habrá de ser comunicado a la persona 
interesada. Transcurrido dicho plazo sin resolución expresa se entenderá calificada la 
baja voluntaria como justificada."


En confirmación de la existencia y aplicación de ese término, en la resolución del Consejo Rector de fecha 01 de febrero de 2012 expresamente se recoge que la baja solicitada con efectos desde el día de su solicitud supone la pérdida de su condición de socio a todos los efectos legales "desde esa misma fecha"; pero en lo que se refiere a su calificación, la notificación del acuerdo establece en forma literal que la baja del socio sea considerada como JUSTIFICADA, argumentando que el Consejo Rector "se pronuncia sobre su baja transcurridos 3 meses desde que la solicitó.", por lo que no cabe entrar ni tan siquiera en su examen cuando de forma expresa se le está reconociendo su derecho sin cortapisa alguna en ese concreto punto.

Carece de sentido la impugnación tanto en ese punto  como frente a la imputación de los gastos correspondientes al ejercicio 2010/2011, conforme a su participación en la actividad cooperativizada, ya que en dicho ejercicio estaba en situación de activo el socio demandante y el módulo de imputación es perfectamente válido, dado que según los Estatutos Sociales aportados por el propio demandante, el ejercicio económico se fija en su artículo 65 desde el 01 de septiembre  hasta el 31 de agosto del año siguiente, es decir, su baja se produjo ya vigente el ejercicio cooperativo 2011/2012, habiendo finalizado en su totalidad el anteriormente citado 2010/2011, cuyos resultados le son perfectamente imputables.

De igual manera, sólo cabe la desestimación de la impugnación de la Asamblea celebrada el 31 de marzo de 2012, en cuanto a la calificación de la baja solicitada, ya que la Cooperativa respeta escrupulosamente el derecho del socio en sus términos y demandas.
CUARTO.-  Sobre la norma aplicable a la solicitud de baja y a su liquidación y reembolso
En este punto hay que proceder al estudio detallado de otro de los motivos que el socio demandante alegó en su escrito de inicio frente a la calificación de la baja, como es la normativa aplicable a efectos de las posibles deducciones a practicarse por la Cooperativa sobre las aportaciones del socio demandante.


En primer lugar, este órgano arbitral ha venido manteniendo en diversos laudos como acertada la interpretación que describe el procedimiento a seguir tras la solicitud de la baja en una sociedad cooperativa, tal es así que se deben distinguir dos procedimientos distintos: uno inicial mediante el cual una resolución del órgano de administración procede a la calificación de la baja solicitada y determinar los futuros efectos económicos que se deriven o puedan derivar por ese mismo acto jurídico de solicitud de baja societaria  (p.ej. deducciones por tratarse de bajas no justificadas, incumplimiento de compromiso de permanencia, ...); y un segundo procedimiento, en el realmente se practica la efectiva liquidación de las participaciones sociales del socio, no trayendo esté último causa del primero, manteniendo su independencia, dado que exige un previo acto societario indispensable como es la previa finalización del ejercicio económico y la aprobación e imputación de resultados en Asamblea de las cuentas anuales del mismo.

A la vista de la motivación ya descrita, es evidente que el acto que realmente vincula tanto al socio como a la Cooperativa respecto al derecho de liquidación y reembolso establecido en el artículo 29 de la Ley de Cooperativas y, en su caso, las posibles deducciones a soportar por el socio en base a sus obligaciones para con la sociedad, es únicamente el acuerdo de liquidación, cuya competencia para su adopción corresponde al órgano de administración, de conformidad con el artículo 82.3 de la norma autonómica. 

Es indiscutible que la norma legal aplicable a los hechos controvertidos es la Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, por cuanto que entró en vigor con fecha el día 16 de enero de 2011, es decir, más de nueve meses antes de la solicitud de baja del demandante, aspecto éste que las partes admiten pacíficamente, si bien se discrepa en la interpretación sobre el ámbito de aplicación puesta en relación con la norma estatutaria.


Sobre la ya invocada en anteriores procedimientos inaplicabilidad directa del texto del artículo 82 de la Ley 11/2010 de Cooperativas, en cuanto a que precisaría de su previa  transposición en los Estatutos Sociales para que así el Consejo Rector pudiera practicar las deducciones previstas en dicho precepto, este órgano arbitral ha tenido la oportunidad de pronunciarse en los anteriores Laudos nº 4/2014 y nº 4/2015 en idéntico sentido, y que por ello se vienen a reproducir sus fundamentos en la presente resolución arbitral:

"Debemos partir del principio de jerarquía normativa recogido en el artículo 9.3 de 
la Constitución, por el que las normas jurídicas se ordenan jerárquicamente, de forma 
tal que las de inferior rango no pueden contravenir a las superiores, so riesgo de 
nulidad. Actúa entre la Constitución y las normas primarias (Ley o normas con fuerza de 
ley) y entre la Ley y las normas con fuerza de ley y las normas secundarias 
(Reglamentos). A su vez, las normas que poseen el mismo rango poseen la misma 
fuerza normativa y en caso de contradicción insalvable prevalece la posterior, ya que se 
entenderá que ha derogado a la anterior.

El desarrollo del artículo 14.1 de la norma autonómica sobre los Estatutos Sociales, 
como norma interna que regula la actividad y relaciones internas dentro de una 
cooperativa, es una disposición cuya amplitud viene condicionada por el articulado de la 
norma legal reguladora, es decir, no puede caber en modo alguno en la aplicación y/o 
interpretación de una norma estatutaria una conclusión contra legem.


El ya señalado en este Laudo, segundo párrafo de la disposición transitoria Primera de la 
Ley 11/2010, confirma la prohibición de un posible resultado contra legem cuando 
señala que: 


"El contenido de los estatutos de las cooperativas existentes a la entrada en vigor de la 
presente Ley no podrá ser aplicado en contradicción con lo dispuesto en la misma y se 
entenderá modificado y completado por cuantas normas imperativas o prohibitivas se 
contienen en esta Ley, sin perjuicio de lo previsto en la disposición siguiente."

El artículo 82.1 y 2 de la ley, sobre la liquidación y reembolso de las aportaciones 
obligatorias, faculta de forma directa al órgano de administración para que el mismo 
pueda efectuar una serie de deducciones sobre las liquidaciones de los socios que 
causan baja en la entidad y exige que los Estatutos en cualquier caso deben regirse a la 
Ley vigente:


"1. Los estatutos sociales regularán las condiciones en las que procederá o no el 
ejercicio por los socios del derecho a exigir el reembolso de sus participaciones 
obligatorias y voluntarias al capital social en los casos de exclusión o de baja obligatoria 
y voluntaria, de conformidad a lo previsto en este artículo y en los artículos 30, 74.8 y 
117 de esta Ley.

2.En todo caso, la liquidación del importe efectivo a reembolsar de las participaciones 
sociales se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha 
originado el derecho al reembolso, conforme a las normas siguientes:


a) Del valor acreditado de las participaciones suscritas por el socio, se podrán efectuar 
las siguientes deducciones y descuentos:


- En los supuestos que corresponda, se deducirán, en primer lugar, las pérdidas 
imputadas o imputables al socio, reflejadas en el balance de cierre del ejercicio en el 
que se produzca la pérdida de tal condición, ya correspondan a dicho ejercicio o 
provengan de otros anteriores y estén sin compensar y, en segundo lugar, las sanciones 
económicas impuestas al socio que no hubieran sido satisfechas.


-Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la 
cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la 
parte proporcional que, de acuerdo a la actividad cooperativizada realizada por el socio, 
le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que 
estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro 
concepto."


En consideración a lo ya expuesto, la norma directamente aplicable tanto a la solicitud de baja como a la liquidación posterior es el artículo 82 de la Ley 11/2010, dado que como señala el artículo 34 de la Ley 60/2003 de Arbitraje y se reafirma por el artículo 28 del Reglamento arbitral regional, los árbitros pueden aplicar las normas jurídicas y fundamentos de resoluciones judiciales indicadas por las partes en sus alegaciones o las que los árbitros estimen apropiadas, de lo que se infiere que no necesariamente deben guardar relación con la relación jurídica o con la controversia sometida a arbitraje, y se desestima la pretendida por el demandante no aplicación del artículo 82 de la norma cooperativa regional.
QUINTO.-  Sobre las deducciones e imputaciones realizadas en la liquidación de las aportaciones obligatorias de la demandante

De inicio y ante determinados Hechos ya reconocidos y/o firmes, o frente a los cuales ninguna de las partes ha mostrado su oposición, podemos considerar ya como inalterada la cantidad fijada como capital del socio en la liquidación notificada al demandante y cuyo extracto se aportó en el acto de la vista, cuyo importe sería el resultado de multiplicar la propiedad de 60.233 kgs de Uva por el demandante a un precio unitario de 0,0386 €/kg, desde la fecha del 01 de septiembre de 1998.

· Envase titularidad del socio: 




2.325,65  euros.
-----------------------------------

SUBTOTAL




   
           (2.325,65 euros)

Antes de entrar en la consideración de los conceptos e importes de las deducciones practicadas en la liquidación objeto de este procedimiento, hay que justificar la existencia y la legitimidad de las mismas, junto con que las cantidades señaladas se ajusten a Derecho. 


El inicio de la argumentación, que este órgano ha venido manteniendo en diversos Laudos, hay que referirlo a la aplicabilidad del conocido como principio de “puertas abiertas”, que trae su origen en el conjunto de principios que se establecieron desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y sus relaciones con sus socios. 
Tal como la demandante señaló en la vista, al adjuntar anteriores resoluciones arbitrales del órgano que suscribe, obliga a este Árbitro - sujeto a los principios de contradicción y de igualdad entre la partes -,  a que no empleé criterios distintos a los que ha incorporado en sus fundamentos jurídicos en controversias anteriores con identidad de hechos y de fundamentos, por lo que se reproducen los empleados en los mismos:



"Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de 
<Libre adhesión y libre retiro>, que en la nueva redacción dada por la Alianza 
Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de 
“Adhesión voluntaria y abierta”.


El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo 
como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que 
provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio 
sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 
a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.

El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La 
Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios 
formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los 
principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico 
español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos 
en 
el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los 
asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de 
sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese 
capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de 
forma equitativa. 


El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad 
económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que 
gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las 
responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto 
con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias 
que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser 
sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa como 
consecuencia de compromisos con terceros e inversiones anteriores no amortizadas 
y 
aceptadas por los socios en ejercicios anteriores."

La resolución del Tribunal Supremo de su Sala Primera, STS nº 48 de fecha 06 de febrero de 2014, que estudia la aplicación de la ya derogada norma regional Ley 20/2002 de Cooperativas, señala en su fundamento jurídico Séptimo que "los principios que informan el régimen jurídico de las sociedades cooperativas son muy diferentes a los que informan las sociedades de capital", y continua nuestro alto tribunal estableciendo que respecto a la función del capital social, éste "tiene en la sociedad cooperativa una función muy diferente a la que tiene en la sociedad de capital, de modo que no constituye el criterio básico para atribuir a los socios los derechos políticos y económicos en la sociedad, papel que corresponde a la actividad cooperativizada."

Concluye en este punto estableciendo la doctrina, según la cual "el socio cooperativista no tiene un derecho a un <valor razonable> de su participación en el capital social, consistente en una cuota del patrimonio social de la cooperativa, fijada, a falta de acuerdo, por un experto independiente, como ocurre en el caso de ejercicio del derecho de separación por el socio de una sociedad de capital (art. 353 del texto refundido de la de Ley de Sociedades de Capital)."

El Tribunal Supremo en su extensa fundamentación sobre las deducciones a realizar al liquidar las aportaciones sociales, fundamento jurídico Noveno, apartado 3º, distingue entre la aplicación del criterio de empresa en funcionamiento sobre los socios que continúan en su vínculo societario por una aplicación futura de posibles pérdidas, al supuesto cuando se trate de los socios que "solicitan la baja en la cooperativa", respecto de los cuales la Sala aplica un criterio de liquidación, por el que se considera el capital que el socio aporta como "un capital de riesgo, que puede disminuir o incluso desaparecer como consecuencia de la imputación de las pérdidas de la cooperativa, hasta el punto de que el importe de la liquidación del reembolso resultará deudor para el socio (art. 61.3 de la ley autonómica)", actualmente recogido en letra b) del artículo 82.2 de la Ley 11/2010.  


Establece de forma categórica que "no es razonable que las pérdidas producidas mientras el socio permaneció como tal en la cooperativa no se deduzcan de las aportaciones que se le reembolsan", por el hecho de que se imputen en el caso enjuiciado a una cuenta especial para su amortización a ejercicios futuros. A juicio del Tribunal ello supondría "hacer cargar con la totalidad de las pérdidas a los socios que permanezcan en la cooperativa, pese a haberse producido en un período en que quienes se dan de baja participaban en la actividad cooperativizada que generó las pérdidas."; es decir, no tiene cabida la aplicación de la limitación de responsabilidad alegada por el demandante sobre la base del artículo 7.4 de la Ley 11/2010.

A) Sobre las pérdidas imputadas de ejercicios anteriores.

Si procedemos a un examen pormenorizado de las distintas cifras y conceptos que se recogen en el acuerdo de liquidación de las aportaciones sociales, de fecha 26 de febrero de 2013, las bases de cálculo empleadas respecto de la actividad cooperativizada del demandante (entrega de su producción de uva) en el período comprendido entre las Campañas 2006/2007 hasta la Campaña 2010/2011 - destacando el hecho de que ni en ésta ni en la inmediata anterior 2009/2010 el socio aportó producción alguna -, no han sido puestas en cuestión, como tampoco han sido objeto de controversia la entrada de uva en la Cooperativa en las citadas cosechas.

La ya citada STS nº 48 de fecha 06 de febrero de 2014 también se pronuncia sobre el período temporal de cálculo para practicar la imputación de pérdidas, de forma que, aunque se refiere a la Ley 20/2002, otorga plena vigencia a la actual regulación cuando señala: "Tampoco se comete la infracción de ningún precepto legal por la aplicación de un período de cinco años para el criterio de la actividad cooperativizada que ha de regir la imputación de pérdidas. Los recurrentes reconocen que su pretensión de que el período que ellos sostienen, de un año, no está previsto en ningún precepto legal, ni tampoco el de cinco años prohibido."

Se hizo notar por el letrado del demandante que el porcentaje de la participación media del socio en la actividad cooperativizada, que se estableció en la liquidación en un 0,311041 % era incorrecto, por cuanto si se aplicaba la media sobre los cinco ejercicios, el resultado real era de un 0,2659 %, cifra que debe ser tomada como correcta si se aplican los porcentajes sobre dicho período de referencia y que se admite como ajustada a Derecho por este Árbitro

Igualmente, este órgano arbitral hace suyos los cálculos que el acuerdo de liquidación señala sobre las pérdidas imputables de las cinco campañas ya reseñadas, que se valoran en un importe global de 5.952,69 €, pero que al superar el valor del capital social (2.325,65 €) se limitan exclusivamente a dicha cuantía, por lo que tiene de carácter favorable para el socio la aplicación de dicha limitación de responsabilidad

B) Sobre las deudas por inversiones pendientes de pago.
Si bien ya se ha expuesto en el inicio de este Fundamento jurídico los argumentos teóricos y doctrinales que legitiman a cualquier sociedad cooperativa para deducir las inversiones pendientes de pago no amortizadas, en contraposición a la libertad reconocida para los socios de causar baja voluntaria cuando así lo estimen oportuno - sin que se precise la justificación de motivo alguno -, debemos reproducir el amparo legal de esta posible deducción establecido en el párrafo segundo del artículo 82.2, letra a) de la Ley de Cooperativas regional, y cuya aplicabilidad al caso se ha declarado ya en el presente Laudo, que de forma expresa dice:

“Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la parte proporcional que, de acuerdo a la actividad cooperativizada realizada por el socio, le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro concepto.”


Evidentemente, al haberse acreditado el error en la liquidación respecto del porcentaje de la participación media del socio, si bien la deuda de la sociedad vinculada a inversiones pendientes - cuantificada en 1.317.000 euros -, no ha sido objeto de impugnación, debe someterse a un nuevo cálculo para su imputación concreta al socio demandante, obteniéndose el siguiente resultado:
· Deudas por inversiones pendientes de pago:

    3.501,90 euros
(1.317.000 € x 0,2659 %)


   ----------------------------------
SUBTOTAL




   
           
    3.501,90 euros

C) Sobre imputación de deudas derivadas del procedimiento penal.

A la vista de lo alegado por la Cooperativa sobre la existencia de un procedimiento penal pendiente, en concreto el nº 649/2010 ante el Juzgado Mixto Nº 1 de los de Villarrobledo, en el que estaría imputado el anterior presidente sobre responsabilidades derivadas de las inversiones en la entidad XXXXX, lo que elevaría el montante de las mismas hasta una cantidad de 4.479.713 €, que permitiría que la deducción practicada estuviera sujeta a posibles incrementos en el futuro dependiendo de su resolución, pero que no puede admitirse esa posible deducción  por este órgano arbitral en este concreto caso por diversos motivos:
a) En primer lugar, como reconoce la propia Cooperativa, a través de un acuerdo de la Asamblea General de fecha 10 de agosto de 2008, se ha limitado la cuantía de la base para imputar posibles deducciones a la cantidad de 1.317.000 €, aunque indica también su naturaleza cautelar, pero en definitiva, la entidad está autolimitándose en esa exigencia de responsabilidad a la cantidad antedicha, que fue debidamente aprobada por los órganos sociales.
b) Además hay que considerar que estamos ante la figura de un socio que ya ha perdido la condición de tal por su baja, y que por ello ya ha cesado en su derechos y obligaciones - sin perjuicio de su derecho de reembolso, o como en este caso, de reintegro a favor de la sociedad -, por lo que no puede verse sometido a esa obligación futura condicionada en el tiempo sin que pueda determinarse ni el plazo ni una cuantía concreta, o al menos sin haberse fijado los criterios objetivos de cálculo por los que se le fuera a imputar.

Como resumen final de la liquidación, con los distintos conceptos a deducir obtenemos el siguiente crédito a favor de la entidad XXXXX:
· Capital social del socio: 




   2.325,65 euros

· Pérdidas Campañas (2006/2007 --  2010/2011):
            - 2.325,65 euros


· Deudas por inversiones pendientes de pago:                      - 3.501,90 euros


(1.317.000 € x 0,2659 %)

   ----------------------------------

TOTAL




   
         - 3.501,90 euros

Respecto al plazo fijado de dos meses al ex socio para que abone esa cuantía a favor de la Cooperativa, hay que afirmar que es plenamente válido, en base a que la Ley 11/2010 en su artículo 82.2, letra b) establece que: " Si el importe de la liquidación practicada resultara deudor para el socio, el órgano de administración fijará un plazo, que no podrá ser inferior a dos meses ni superior a un año, para que abone dicho importe, con el devengo del interés legal del dinero."

Antes de establecer la fecha de inicio del abono de las deducciones y del cómputo de intereses hay que volver sobre los pasos seguidos por las partes en la tramitación de esta baja voluntaria desde su inicial solicitud. Y si bien es cierto que este procedimiento ha supuesto la acumulación de dos objetos distintos aunque complementarios - calificación y liquidación de la baja de ex socio -, y al hecho objetivo de que el presente Árbitro que suscribe fue designado en fecha 11 de noviembre de 2013, también hay que reseñar que frente a dicho nombramiento el representante del actor presentó incidente de recusación contra ésta, que fue resuelto en fecha 07 de noviembre de 2014 acordando su desestimación, lo que dio lugar al reanudación del procedimiento hasta que tuvo lugar la celebración de la vista en fecha 29 de mayo de 2015.


Como se ha podido comprobar tras el anterior examen, el retraso en la tramitación y resolución de este procedimiento ha tenido varios sujetos activos, lo que ha dado lugar a una larga tramitación sufrida por todas las partes hasta su efectiva resolución. En base a dicha situación, este órgano arbitral hace suyos los argumentos establecidos en el Laudo dictado en el seno de este Consejo Regional en fecha 21 de noviembre de 2013, en relación con el procedimiento AR-33/2011, según el cual ni procedería fijar el "dies a quo" del cálculo de intereses a partir de la fecha del presente Laudo, ni tampoco lo sería hacerlo el día en que se solicitó la baja como socio de la Cooperativa, estableciendo una fecha de efectos distinta: 


"Lo más ajustado a derecho, atendiendo a todo lo indicado anteriormente, es fijar el 
inicio del cómputo de los intereses legales a partir del día en el que se 
interpuso la solicitud de arbitraje por la que se inició el presente procedimiento , 
haciendo coincidir el <dies a quo> con la fecha en que se produce esa intimación 
arbitral (postura mantenida por la Audiencia Provincial de La Coruña en su reciente 
sentencia de 12 de septiembre de 2013, la cual resuelve un recurso de Apelación 
interpuesto a su vez contra la sentencia del Juzgado de lo Mercantil Nº 1 de la Coruña 
de fecha 18 de marzo de 2013)."

Concluyendo así que la fecha de inicio para el cómputo de intereses legales sobre el abono de las cantidades a favor de la Cooperativa comienza desde el día 14 de mayo de 2013, fecha en la que se presentó en el Registro competente la solicitud de arbitraje cuyo objeto era precisamente la impugnación de la liquidación practicada, que posteriormente fue objeto de acumulación.
SEXTO.-  Sobre la impugnación planteada contra la Asamblea General de fecha 14 de abril de 2013

Sobre este último punto en el que el ex socio solicitaba la nulidad de la Asamblea General de fecha 14 de abril de 2013, en la que se desestimó el recurso interpuesto por aquél contra el acuerdo de liquidación del Consejo Rector de 26 de febrero de 2013, sin perjuicio de no se ha acreditado ninguno de los motivos que, a juicio del actor, justificaría esa declaración (convocatoria, aprobación del acta,..), tampoco se ha probado que la Cooperativa, su órgano de administración  y/o algún socio hubieran realizado hechos que le hubieran impedido, limitado u obstaculizado el derecho de defensa que le asiste frente a esa Asamblea en la que se conoce de su recurso junto al de otros socios.

Pero hay un argumento aún más incontestable para desestimar la solicitud planteada frente a la citada Asamblea, por cuanto el propio socio en su escrito de demanda inicial de abril de 2012 recoge en su página tercera lo siguiente: "La baja se produce de forma automática, y, con ella, el cese de los derechos y obligaciones inherentes a la condición de socio (TS Sala 1ª STS 16-3-1998 nº 229/1998)"; lo que nos conduce, haciendo nuestra dicha resolución judicial, a que el actor carece de cualesquiera legitimación activa para impugnar la Asamblea con carácter general, dado que únicamente podría invocarla en alguno de los trámites que afectara a su derecho de defensa, que como ya hemos visto no ha sufrido menoscabo alguno, y además siempre circunscrita a ese primer punto del orden del día en el que se somete a la masa social su impugnación del acuerdo de liquidación, o como también se planteó, frente a acuerdo de calificación de baja, ya que ha cesado toda virtualidad jurídica en cuanto a su relación como socio de la entidad.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. A los efectos del Reglamento, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha treinta de abril de dos mil doce, interpuesta por don XXXXX, frente al acuerdo de CALIFICACIÓN y efectos de la baja voluntaria aprobada por resolución del Consejo Rector de la entidad XXXXX de fecha uno de febrero de dos mil doce, así como desestimar en su integridad la impugnación frente al acuerdo de la Asamblea General de dicha sociedad, de fecha treinta y uno de marzo de dos mil doce, por el que se ratificaba dicha resolución del órgano de administración.
SEGUNDO.- Respecto de la demanda de arbitraje de fecha catorce de mayo de dos mil trece, interpuesta igualmente por don XXXXX contra la entidad cooperativa:

a) Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial frente a la LIQUIDACIÓN de las aportaciones obligatorias de la misma, aprobada por resolución del Consejo Rector de fecha veintiséis de febrero de dos mil trece, de la que resultaba finalmente un crédito a favor de XXXXX  por un importe final de CUATRO MIL NOVENTA Y SÉIS EUROS CON CUARENTA Y UN CÉNTIMOS DE EURO  (4.096,41 euros).

Tanto los conceptos a emplear como las cantidades finales resultantes, de 
acuerdo a la valoración y los criterios expuestos en el Fundamento de Derecho 
Quinto de este Laudo, conducen a que la citada cantidad citada en el párrafo 
anterior quede establecida en un crédito final a favor de la Cooperativa 
demandada por un importe de TRES MIL QUINIENTOS UN EUROS CON 
NOVENTA CÉNTIMOS DE EURO (3.501,90 euros), sin que quepa admitir la 
solicitud de nulidad, y subsidiariamente de anulabilidad, que se planteaba frente al 
acuerdo de liquidación dictado por el órgano de administración.

Finalmente, se acuerda declarar ajustados a Derecho los plazos y forma de 
ingreso fijados en la notificación de la liquidación respecto de las aportaciones 
sociales del socio don XXXXX. A los efectos de establecer la 
fecha de inicio para el cómputo de intereses legales sobre la cantidad 
establecida en la presente resolución, el mismo dará comienzo desde el día 
catorce de mayo de dos mil trece, fecha en la que se presentó en el Registro 
competente la solicitud inicial de arbitraje frente a la liquidación de las 
participaciones sociales cooperativas.
b) En relación con el objeto del arbitraje referente a la Asamblea General de fecha catorce de abril de dos mil trece, y su solicitud de declaración de nulidad o anulabilidad, en su totalidad o, en su caso, contra el concreto acuerdo del punto del orden del día sobre su impugnación de la liquidación, este órgano arbitral acuerda declarar la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje y ratificar la validez de la citada Asamblea y de los acuerdos en ella adoptados.
TERCERO.-  El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El presente Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Albacete, a veintisiete de diciembre de dos mil quince.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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